


Señor 
JUEZ LABORAL DE LA ORALIDAD DEL CIRCUITO  
DE CHIRIGUANÁ (CESAR). 
E.          S.            D. 
 

REFERENCIA: PROCESO ORDINARIO LABORAL 

DEMANDANTE: JADITH ALVARADO SALAZAR 

DEMANDADO: CORPORACIÓN PARA EL DESARROLLO E 
INTEGRACIÓN DE LOS MUNICIPIOS DEL MAGDALENA Y DE 
COLOMBIA “CODIMUMAG” Y OTROS 

 

 
RADICACION: 20-178-31-05-001-2019-00198-00 

 

 

EDGAR ALFONSO SÁNCHEZ VARELA, mayor de edad, de esta 
ciudad, identificado con la Cedula de Ciudadanía número 12.564.575 
de Santa Marta, portador de la Tarjeta Profesional número 58958 del 

Consejo Superior de la Judicatura, actuando en mi calidad de 
apoderado judicial de CORPORACIÓN PARA EL DESARROLLO E 
INTEGRACIÓN DE LOS MUNICIPIOS DEL MAGDALENA Y DE 
COLOMBIA “CODIMUMAG” legalmente constituida e inscrita en la 
Cámara de comercio e identificada con el Nit. No 900094365-0, tal como 
consta en el Certificado expedido por la Cámara de Comercio de Santa Marta 
– Magdalena, y representado legalmente por el señor JOSEPH LOUIS 
PINRDA ZAPATA, mayor de edad, vecino de esta Municipalidad, identificado 
con cedula de ciudadanía número 1.082.917.239 de Santa Marta, a través de 
poder debidamente autenticado y anexo, me dirijo ante Usted para interponer 
solicitud o incidente de Nulidad, lo cual hago basado en los siguientes: 
 

HECHOS 

 

PRIMERO: Mi cliente CORPORACIÓN PARA EL DESARROLLO E 
INTEGRACIÓN DE LOS MUNICIPIOS DEL MAGDALENA Y DE 
COLOMBIA “CODIMUMAG” fue demandada dentro del proceso de la 
referencia, tal como obra en el trámite del proceso. 
 

SEGUNDO: A mi cliente intentaron notificarlo enviándole a la dirección de la 
sede aportada a la demanda, pero en ese momento ya no funcionaba la 
Corporación en dicha dirección. 
 



TERCERO: Posteriormente la parte demandante solicitaron el 
emplazamiento y designación de un curador, lo cual fue acatado por este 
despacho, designando un curador el cual se notificó y contestó la demanda 
en nombre de mi cliente, sin tener mi cliente conocimiento que en su contra 
existía en curso una demanda y sin poder defenderse.   
 
CUARTO: La Constitución Política Colombiana en su artículo 29 establece. 
“El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y 
administrativas. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes 
al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia 
de la plenitud de las formas propias de cada juicio. Quien sea demandado o 
sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado 
escogido por él, o de oficio, durante el tramite, la investigación y el 
juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a 
presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a 

impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el 
mismo hecho. Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con 
violación del debido proceso. 
 

QUINTO: Para hacer justicia es necesario que el proceso y la actuación de 

todos los involucrados en los procesos estén garantizados por el imperio de 

la ley. La protección de esta garantía fundamental es parte de la ecuación de 

un sistema eficiente y capaz de administrar justicia de forma imparcial y 

responsable. Gracias a este derecho se previene cualquier manipulación 

o arbitrariedad de las autoridades jurídicas que deriven en condenas 

injustas, lo que se traduce en un procedimiento legal cuyo único objetivo es 

establecer la relación del Demandado o acusado con los hechos probados. 

El derecho a la defensa no caduca y debe ser cumplido desde el inicio 

de la investigación, pues de lo contrario cualquier vulneración puede 

estar viciada de nulidad. 

Esta garantía está contemplada en la Declaración Universal de 
los Derechos Humanos, donde se lee que toda persona tiene derecho, en 
condiciones de plena igualdad a ser oída públicamente y con justicia por un 
tribunal independiente e imparcial. De igual manera esta carta de derechos 
humanos resalta que toda persona demandada o acusada de delito es 
inocente hasta que se demuestre lo contrario y frente a la ley, en un juicio 
público en el que se garanticen todos sus derechos a la legítima defensa. 
¿Cómo se ejerce el derecho a la defensa? R/ Para hacer valer la defensa, 
es necesario garantizar el derecho del demandado o acusado a: ser oído, 
hacer valer sus propias razones y argumentos, controvertir, contradecir, 
objetar pruebas que lo perjudiquen, solicitar la práctica de diligencia de 
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pruebas o investigación que traigan medios de pruebas al proceso, emplear 
todos los recursos legales necesarios que la ley considera (apelación, 
reposición, casación, revisión, queja, entre otros), estar siempre asistido de 
un abogado privado o público (calificado y especializado en la materia 
específica del proceso legal) en caso de que el acusado no cuente con los 
recursos necesarios para contratar estos servicios profesionales, y a estar 
informado de todo lo que ocurra en el procedimiento que se levantó en su 
contra. 

SEXTO: Cualquier proceso judicial, en este caso laboral, puede ser afectado 

por alguna nulidad procesal que en lo posible debe ser senada, 

principalmente a instancia de la parte afectada por la nulidad. 

Una nulidad procesal es aquella condición que afecta un proceso judicial, 
que de no corregirse o sanearse, conlleva precisamente a la nulidad del 
proceso. 
El código general del proceso contiene los principios y procedimientos que se 
deben seguir para garantizar el debido proceso en todo proceso judicial, y 
cuando se omiten ciertos procedimientos o se incurre en determinadas 
conductas, se genera una nulidad. 
 
SEPTIMO: Control de nulidades por parte del juez. 

 
De acuerdo al artículo 132 del código general del proceso, es obligación de 
la juez, una vez agotada una etapa procesal realizar un control sobre el 
proceso para evitar nulidades. 
Para ello deberá sanear los vicios que las generen o que causen 
cualquier otra irregularidad en el proceso; vicios e irregularidades que 
no podrán ser alegadas en etapas siguientes. 
El mismo juez tiene la obligación de comunicar a la parte afectada la 
existencia de alguna nulidad, para que se haga lo necesario para sanearla. 

OCTAVO: Causales de nulidad en el código general del proceso. 
Las causales de nulidad están expresamente señaladas en el artículo 133 del 
código general del proceso, y son las siguientes: 

1. Cuando el juez actúe en el proceso después de declarar la falta de 
jurisdicción o de competencia. 

2. Cuando el juez procede contra providencia ejecutoriada del superior, 
revive un proceso legalmente concluido o pretermite íntegramente la 
respectiva instancia. 



3. Cuando se adelanta después de ocurrida cualquiera de las causales 
legales de interrupción o de suspensión, o si, en estos casos, se 
reanuda antes de la oportunidad debida. 

4. Cuando es indebida la representación de alguna de las partes, o 
cuando quien actúa como su apoderado judicial carece íntegramente 
de poder. 

5. Cuando se omiten las oportunidades para solicitar, decretar o practicar 
pruebas, o cuando se omite la práctica de una prueba que de acuerdo 
con la ley sea obligatoria. 

6. Cuando se omita la oportunidad para alegar de conclusión o para 
sustentar un recurso o descorrer su traslado. 

7. Cuando la sentencia se profiera por un juez distinto del que escuchó 
los alegatos de conclusión o la sustentación del recurso de apelación. 

8. Cuando no se practica en legal forma la notificación del auto 
admisorio de la demanda a personas determinadas, o el 

emplazamiento de las demás personas aunque sean indeterminadas, 
que deban ser citadas como partes, o de aquellas que deban suceder 
en el proceso a cualquiera de las partes, cuando la ley así lo ordena, o 
no se cita en debida forma al Ministerio Público o a cualquier otra 
persona o entidad que de acuerdo con la ley debió ser citado. 

 
NOVENO: De acuerdo al artículo 134 del código general del proceso, las 
nulidades podrán ser alegadas en cualquiera de las instancias, o posterior a 
una de ellas si la nulidad ocurre en una determinada instancia. 
No obstante, lo anterior, debe tenerse en cuenta lo señalado por el artículo 
132 del mismo código: 
«Agotada cada etapa del proceso el juez deberá realizar control de legalidad 
para corregir o sanear los vicios que configuren nulidades u otras 
irregularidades del proceso, las cuales, salvo que se trate de hechos nuevos, 
no se podrán alegar en las etapas siguientes, sin perjuicio de lo previsto para 
los recursos de revisión y casación.» 
Por lo anterior, es preciso que el apoderado de cada una de las partes 
identifique oportunamente cualquier causal de nulidad que afecte los 
intereses de su poderdante en el proceso. 
Saneamiento de la nulidad. El artículo 136 del CGP señala que las 
nulidades se consideran saneadas en los siguientes casos: 

1. Cuando la parte que podía alegarla no lo hizo oportunamente o actuó 
sin proponerla. 

2. Cuando la parte que podía alegarla la convalidó en forma expresa 
antes de haber sido renovada la actuación anulada. 



3. Cuando se origine en la interrupción o suspensión del proceso y no se 
alegue dentro de los cinco (5) días siguientes a la fecha en que haya 
cesado la causa. 

4. Cuando a pesar del vicio el acto procesal cumplió su finalidad y no se 
violó el derecho de defensa. 

El saneamiento de la nulidad no procede de oficio, pero el juez sí tiene el 
deber de informar a la parte interesada las nulidades que advierta en el 
proceso. 

 

DECIMO:     El Consejo Superior de la Judicatura a través del ACUERDO No. 

PSAA06-3334 DE 2006 del "Por el cual se reglamentan la utilización de 

medios electrónicos e informáticos en el cumplimiento de las funciones de 

administración de justicia" LA SALA ADMINISTRATIVA DEL CONSEJO 

SUPERIOR DE LA JUDICATURA. 

Este acuerdo estableció en su artículo PRIMERO.- DEFINICIONES. Para 

efectos de aplicación del presente acuerdo se entenderá por: a) Actos de 

Comunicación Procesal: Son todos aquellos actos o actividades de 

comunicación definidas en la ley, que ponen en conocimiento de las partes, 

terceros o de otras autoridades judiciales o administrativas, las providencias 

y órdenes del juez o del fiscal, relacionadas con el proceso, así como de éstos 

con aquellos; b) Autoridad Judicial: Son los magistrados, jueces y 

secretarios de los despachos judiciales, que en el ejercicio de su función 

judicial suscriben los actos de comunicación procesal; c) Certificado: Es 

mensaje de datos u otro registro firmado por la entidad de certificación que 

identifica, tanto a la entidad de certificación que lo expide, como al suscriptor 

del certificado y contiene la clave pública de éste. Para efectos de la 

aplicación del presente acuerdo un certificado digital es una clase de 

certificado; d) Correo electrónico: Es el mensaje de datos que contiene 

correo electrónico de texto. El correo electrónico puede contener archivos 

adjuntos de texto, imágenes entre otros. Entiéndase los archivos adjuntos 

como parte íntegra del correo electrónico. e) Entidad de Certificación: Es 

aquella persona jurídica que, autorizada conforme a la Ley, está facultada 

para emitir certificados en relación con las firmas electrónicas de las 

personas, ofrecer o facilitar los servicios de registro y estampado cronológico 

de la transmisión y recepción de mensajes de datos, así como cumplir otras 

funciones relativas a la seguridad de comunicaciones basadas en las firmas 

electrónicas; F) Estampado cronológico: mensaje de datos firmado por una 

entidad de certificación que sirve para verificar que otro mensaje de datos no 

ha cambiado en un período que comienza en la fecha y hora en que se presta 



el servicio y termina en la fecha en que la firma del mensaje de datos 

generado por el prestador del servicio de estampado, pierde validez. g) Firma 

Electrónica: Son los datos en forma electrónica consignados en un mensaje 

de datos, o adjuntados o lógicamente asociados al mismo, que pueda ser 

utilizados para identificar al firmante en relación con el mensaje de datos e 

indicar que el firmante aprueba la información recogida en el mensaje de 

datos. Para efectos de la aplicación del presente acuerdo una firma digital es 

una clase de firma electrónica, adicionalmente la firma electrónica evidencia 

cualquier modificación al mensaje de datos posterior al envío. h) Firmante: 

Es la autoridad judicial o la persona que posee la clave privada para la 

creación de la firma electrónica. y que actúa por cuenta propia. i) Mensaje de 

Datos: Es la información generada, enviada, recibida, almacenada o 

comunicada por medios electrónicos, ópticos o similares, como el correo 

electrónico e Internet. Para efectos de la aplicación de este acuerdo la noción 

de mensaje de datos no aplica a documentos enviados vía fax. j) Sistema de 

Información: Es todo sistema utilizado para generar, enviar, recibir, archivar, 

conservar o procesar de alguna otra forma mensajes de datos. k) Sitio web: 

Es el sitio (s) o página (s) web, ubicada (s) en la red pública Internet, que 

utilicen las autoridades judiciales para cumplir con lo dispuesto en este 

acuerdo. l) Servidor Seguro: Sistema tecnológico según el cual, un tercero 

de confianza, generalmente una Entidad de Certificación, valida ante el 

usuario de una página web, que la página visitada efectivamente corresponde 

a la que se cree. m) Sistema de Gestión de casos: Programa tecnológico 

que permite interactuar remotamente en un trámite judicial de una manera 

segura y efectiva. n) Suscriptor: persona a cuyo nombre se expide un 

certificado. 

DECIMO PRIMERO: Igualmente el DECRETO 806 DE 2020 de fecha (Junio 

4 del año 2020), el cual fue (Declarado EXEQUIBLE mediante Sentencia de 

la Corte Constitucional C-420 de 2020). Por el cual se adoptan medidas para 

implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las 

actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención 

a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de Emergencia 

Económica, Social y Ecológica. 

DECIMO SEGUNDO: En nuestro caso y basado en la actuación procesal del 
proceso de la referencia, nos damos cuenta que mi cliente se intentó notificar 
a la dirección de la sede el auto admisorio de la demanda de la referencia, 
pero se dejó de utilizar los medios tecnológicos, medios electrónicos e 
informáticos, en el cumplimiento de las funciones de administración de justicia 
establecidos tanto en el ACUERDO No. PSAA06-3334 DE 2006;  Así como 
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el DECRETO 806 DE 2020 el cual fue (Declarado EXEQUIBLE mediante 
Sentencia de la Corte Constitucional C-420 de 2020) Por el cual se adoptan 
medidas para implementar las tecnologías de la información y las 
comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales 
y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del 
Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica. Posteriormente se 
designó un curador y posteriormente a esto si se ha utilizado el correo 
electrónico que aparecía en el certificado de cámara de comercio anexado 
como prueba. Generándose una clara vulneración al derecho de defensa y 
debido proceso de mi cliente y en consecuencia generando una nulidad, de 
acuerdo a lo establecido en el  artículo 133 del código general del proceso, y 
son las siguientes: 1.-  …………………………………….. 

8.- Cuando no se practica en legal forma la notificación del auto 
admisorio de la demanda a personas determinadas, o el emplazamiento 

de las demás personas aunque sean indeterminadas, que deban ser citadas 
como partes, o de aquellas que deban suceder en el proceso a cualquiera de 
las partes, cuando la ley así lo ordena, o no se cita en debida forma al 
Ministerio Público o a cualquier otra persona o entidad que de acuerdo con la 
ley debió ser citado.  

Igualmente nos encontramos dentro del término que establece el artículo 134 
del código general del proceso, las nulidades podrán alegarse en cualquiera 
de las instancias antes de que se dicte sentencia o con posteridad a esta, si 
ocurrieren en ella. 
La nulidad por indebida representación o falta de notificación o 
emplazamiento en legal forma, o la originada en la sentencia contra la cual 
no proceda recurso, podrá también alegarse en la diligencia de entrega o 
como excepción en la ejecución de la sentencia, o mediante el recurso de 
revisión, si no se pudo alegar por la parte en las anteriores oportunidades. 
La nulidad por indebida representación, notificación o emplazamiento, solo 
beneficiará a quien la haya invocado. Cuando exista litisconsorcio necesario 
y se hubiere proferido sentencia, esta se anulará y se integrará el 
contradictorio. 
 
                                                PRETENSIONES. 
 
Basado en los hechos antes mencionados y en lo establecido en las normas 
narradas, pretendo con el presente incidente de nulidad, que se declare las 
siguientes pretensiones:  
 
1.- Que se declare la nulidad establecida en el artículo 133 del Código 
General del proceso en su numeral 8 por no haberse practicado en legal 
forma la notificación del auto admisorio de la demanda a mi cliente. 

https://funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=155787#420
https://funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=155787#420


 
2.- Que se declare la nulidad de lo actuado, retrotrayendo el trámite del 

proceso hasta la fecha, se dé por notificado a mi cliente por conducta 
concluyente y se corra el traslado al mismo como lo establece el artículo 301 
del Código General del Proceso, en aras de que este pueda utilizar el derecho 
de defensa 

FUNDAMENTOS DE DERECHOS. 

Invoco como normas de derecho las siguientes: 
 

 Artículos 133-134-135-136- 301del Código general del proceso. 

 La Constitución Política Colombiana en su artículo 29 establece. “El 
debido proceso. 

 Declaración Universal de los Derechos Humanos. 

 El Consejo Superior de la Judicatura a través del ACUERDO No. 
PSAA06-3334 DE 2006.  

 DECRETO 806 DE 2020 de fecha (Junio 4 del año 2020), el cual fue 
(Declarado EXEQUIBLE mediante Sentencia de la Corte 
Constitucional C-420 de 2020). 

 Las piezas procesales que se encuentran dentro del trámite del 
proceso. 

 
TESTIMONIALES. 

 
 
Solicito se sirva recepcionar las declaraciones sobre los hechos de este 
incidente y de esta demanda al representante legal de la corporación 
demandada, el señor JOSEPH LOUIS PINRDA ZAPATA, mayor de edad, 
vecino de esta Municipalidad, identificado con cedula de ciudadanía número 
1.082.917.239 de Santa Marta, el cual se le podrá informar la fecha y hora de 
dicha recepción en el teléfono 3006813408  o través de su apoderado y 
correo electrónico suministrado por la parte demandante en el acápite de 
notificación y que aparece en el certificado de cámara de comercio. 
 
 

PRUEBAS Y ANEXOS  
 

Me permito solicitar que se tengan como pruebas en favor de la parte 
demandante: 
 
DOCUMENTALES: 
 

 1) El poder para la actuación de mi cliente debidamente autenticado. 
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 2) Certificado de Existencia y Representación Legal de la sociedad 
demandada.  

 3) Todas las piezas procesales que se encuentra dentro del trámite del 
proceso. 

 
NOTIFICACIONES. 

 

 
- Mi cliente las recibirá en la dirección correo y teléfono suministrado por 

la parte demandante. 
- El suscrito las recibiré en mi oficina ubicada en la ciudad de Santa 

Marta calle 29 A No 14-45 barrio Bavaria, teléfono 3013903152 correos 
electrónico edgar_parro@hotmail.com. 

 
 
De Usted, atentamente, 
 
 
 
 
EDGAR ALFONSO SANCHEZ VARELA 
C.C. No 12.564.575 de Santa Marta 
T.P. No 58958 del C.S de la Judicatura. 
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En Colombia, el proceso laboral ordinario está regulado por la Ley 50 de 

1990, que establece las principales etapas de dicho proceso. Estas etapas son 

las siguientes: 

 

Apelación 

  

Este recurso procede contra autos interlocutorios y sentencias. 
  

En la primera instancia del proceso, son apelables los siguientes autos, de 
acuerdo al artículo 65 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad 
Social: 
  

… 1. El que rechace la demanda o su reforma y el que las dé por no 
contestada. 
  

2. El que rechace la representación de una de las partes o la intervención de 
terceros. 
  

3. El que decida sobre excepciones previas. 
  

4. El que niegue el decreto o la práctica de una prueba. 
  

5. El que deniegue el trámite de un incidente o el que lo decida. 
  

6. El que decida sobre nulidades procesales. 
7. El que decida sobre medidas cautelares. 
  

8. El que decida sobre el mandamiento de pago. 
  

9. El que resuelva las excepciones en el proceso ejecutivo. 
  

10. El que resuelva sobre la liquidación del crédito en el proceso ejecutivo. 
  

11. El que resuelva la objeción a la liquidación de las costas respecto de las 
agencias en derecho. 
  

12. Los demás que señale la ley…” 
  



El recurso de apelación se interpone en la audiencia en la que se profiere el 
auto y en la misma audiencia debe ser concedido de ser procedente. 
  

Si el auto es notificado por estado, se debe interponer dentro de los 5 días 
siguientes. 
  

Por otra parte, las sentencias de primera instancia, son apelables oralmente 
en el acto de la notificación y el juez lo concederá o denegará en la misma 
audiencia. 
  
 

Las notificaciones electrónicas en la jurisprudencia: algunas cuestiones 

controvertidas 

  
Por Víctor Almonacid Lamelas y Diego Gómez Fernández 
 
 
Criterio jurisprudencial general  
La síntesis de la jurisprudencia aplicable a todo tipo de notificaciones, electrónicas 

y no, se encuentra en la STS 25/3/2021 (RC 6099/2019) donde nos dice:  
“Resulta, pues, difícil juzgar en abstracto toda la casuística que la eficacia de las 

notificaciones puede producir, resultando, en consecuencia, muy complicado establecer 

una doctrina general. En efecto, el casuismo es, realmente, inagotable y exige estar al 

material probatorio del que se dispone en cada caso y a las declaraciones que -como 

hechos que no pueden controvertirse en casación- hayan efectuado los órganos de 

instancia…  
…al objeto de determinar si debe entenderse que el acto administrativo o resolución 

notificada llegó o debió llegar a conocimiento tempestivo del interesado, los elementos 

que, con carácter general deben ponderarse, son dos.  
En primer lugar, el grado de cumplimiento por la Administración de las formalidades 

establecidas en la norma en materia de notificaciones, en la medida en que tales 

formalidades van únicamente dirigidas a garantizar que el acto llegue efectivamente a 

conocimiento de su destinatario.  
Y, en segundo lugar, las circunstancias particulares concurrentes en cada caso, entre las 

que necesariamente deben destacarse tres:  
- el grado de diligencia demostrada tanto por el interesado como por la Administración;  
- el conocimiento que, no obstante el incumplimiento en su notificación de todas o algunas 

de las formalidades previstas en la norma, el interesado haya podido tener del acto o 

resolución por cualesquiera medios; y, en fin,  
- el comportamiento de los terceros que, en atención a la cercanía o proximidad geográfica 

con el interesado, pueden aceptar y aceptan la notificación.”  
 
 
Desde el punto de vista de la indefensión es muy importante este conocimiento de lo 

que se intenta notificar. Por eso aunque el aviso del art. 41.6 LPAC es y sigue siendo 

obligatorio, su no realización no generaría per se indefensión, y de hecho no la habría 



si hay constancia electrónica de la comparecencia en sede y del acceso a la 

notificación, en cuyo caso sería demostrable que no ha habido indefensión.  
 
 
Desde la sola perspectiva de la indefensión en tales supuestos el acto 
administrativo no sería anulable, porque “el defecto de forma sólo determinará la 
anulabilidad cuando el acto carezca de los requisitos formales indispensables para 
alcanzar su fin o dé lugar a la indefensión de los interesados” (art. 48.2 LPAC).  
La generación de situaciones potenciales y, sobre todo, reales, de indefensión, 
sería pues el criterio definitivo para valorar no ya tanto la legalidad como sí la 
eficacia práctica de las notificaciones realizadas con alguna irregularidad formal, 
entre las cuales la falta del aviso de notificación antes citado sería una más entre 
un amplio abanico de posibilidades.  
Como expone la STS de 16.11.2016 : “…lo relevante, pues, no es tanto que se 

cumplan las previsiones legales sobre cómo se llevan a efecto las notificaciones, sino el 

hecho de que los administrados lleguen a tener conocimiento de ellas. Todo lo cual lleva 

a concluir, en palabras del propio Tribunal Constitucional, que ni toda deficiencia en la 

práctica de la notificación implica necesariamente una vulneración del art. 24.1 CE, ni, al 

contrario, una notificación correctamente practicada en el plano formal supone que se 

alcance la finalidad que le es propia…”  
Lo importante de la notificación, su razón de ser, es que se notifique. Si ello no se 
logra, por el motivo que sea y no ya solo por la falta de aviso, habría que ver si la 
causa está relacionada con una situación no imputable al interesado que genere 
una verdadera indefensión, o por el contrario deriva de la picaresca española 
descrita en el Lazarillo de Tormes, que da lugar a supuestos en los que las 
supuestas dificultades para recibir el aviso están directamente relacionadas con el 
contenido poco beneficioso del acto administrativo: impuestos, multas, 
denegaciones de todo tipo….  
Pero si se logra notificar después de todo, y así queda acreditado con el rastro 
electrónico y la trazabilidad del proceso, queda subsanado desde el punto de vista 
de la indefensión el defecto formal de la omisión del aviso.  
Es interesante la Sentencia del Tribunal Supremo de 11 de abril de 2019 (rec. 
2112/2017) (ver la sentencia), que fija como doctrina que “para las notificaciones 

practicadas a una tercera persona en un lugar distinto al señalado por el obligado 

tributario o por su representante, y que tampoco sea el domicilio fiscal de uno u otro, está 

constituido por todo lo siguiente: que ha de presumirse que el acto no llegó a conocimiento 

tempestivo del interesado y le causó indefensión; que esta presunción admite prueba en 

contrario cuya carga recae sobre la Administración; y que la prueba habrá de 

considerarse cumplida cuando se acredite suficientemente que el acto llegó a conocimiento 

del interesado”.  
Sentados pues estos criterios interpretativos generales, podemos analizar, 
brevemente, cuatro cuestiones controvertidas en la práctica:  
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https://delajusticia.com/wp-content/uploads/2019/05/Sentencia-notific.pdf


 

 
 
1ª. Falta de envío del aviso del art. 41.6 LPAC  
El art. 41.6 LPAC nos dice: “Con independencia de que la notificación se realice en 

papel o por medios electrónicos, las Administraciones Públicas enviarán un aviso al 

dispositivo electrónico y/o a la dirección de correo electrónico del interesado que éste 

haya comunicado, informándole de la puesta a disposición de una notificación en la sede 

electrónica de la Administración u Organismo correspondiente o en la dirección 

electrónica habilitada única. La falta de práctica de este aviso no impedirá que la 

notificación sea considerada plenamente válida”  
El art. 43.1 RD 203/2021, párrafo 2º añade que “La falta de práctica de este aviso, 
de carácter meramente informativo, no impedirá que la notificación sea 
considerada plenamente válida”.  
La STC 6/2019 de 17 de enero comentada aquí declara constitucional el párrafo 3º 
del art. 152.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil que regula el aviso de las 
notificaciones judiciales del sistema Lexnet que tiene un CONTENIDO IDÉNTICO 
al art. 41.6 LPAC.  
Ahora bien, además de que no es lo mismo declarar la inconstitucionalidad EN la 
ley y no EN APLICACIÓN DE LA LEY (viendo cada caso concreto), entendemos 
que podría no ser aplicable directamente esta jurisprudencia constitucional al art. 
41.6 LPAC por las siguientes razones:  
1.- Administración de Justicia y Administración pública no son lo mismo y tienen 
distinta regulación y razón de ser.  
2.- El procedimiento administrativo es una garantía constitucionalmente protegida 

(Arts. 103 y ss y principio de buena administración o art. 9.3 Interdicción de la 
arbitrariedad). Es muy relevante el principio de buena administración porque tanto 
el art. 41.6 LPAC como el art. 43.1 RD 203/2021 establecen la obligación del envió 
del aviso (“enviarán”) y la falta de envío del aviso supondría una vulneración de 
esa obligación y, por ende, del referido principio, tal y como lo ha interpretado el 
Tribunal Supremo, entre otras, en su STS de 3/12/2020 (RC 8332/2019) donde 
nos dice “la buena administración es algo más que un derecho fundamental de los 
ciudadanos, siendo ello lo más relevante; porque su efectividad comporta una 
indudable carga obligación para los órganos administrativos a los que se les 

https://www.derechoadministrativoyurbanismo.es/post/2019/01/25/el-tribunal-constitucional-resuelve-sobre-la-falta-de-aviso-electr%C3%B3nico-en-lexnet


impone la necesidad de someterse a las más exquisitas exigencias legales en sus 
decisiones, también en las de procedimiento...”.  
3.- La Administración tiene la obligación de cumplir los principios del art. 3 de la Ley 

40/15 (principios de buena fe y confianza legítima, servicio efectivo, simplicidad, 
claridad y proximidad a los ciudadanos) y otros principios no positivizados como el 
«Nemo auditur propriam turpitudinem allegans» (“nadie puede alegar a su favor su 
propia torpeza”, provocada al no enviar el aviso) o el de garantía de equilibrio 
entre potestades administrativas y derechos de los ciudadanos que es la base del 
derecho administrativo.  
4.- Una cosa es la validez y otra la eficacia: El art. 41.6 dice que “La falta de práctica 
de este aviso no impedirá que la notificación sea considerada plenamente válida”. 
Pero, tal y como ha dicho Isaac Martín Delgado y el Tribunal supremo la validez y 
la eficacia son cosas distintas. Así la STS 17/7/2013 (RC 472/2012) nos recordaba 
que: “la eventual falta de notificación, o la notificación irregular, de un determinado acto 

administrativo, no afecta a su validez sino meramente a su eficacia ( y al comienzo en su 

caso, de los plazos para impugnarlo)” 

. Doble notificación del art. 41.7 LPAC  
El art. 41.7 LAPC nos dice que: “Cuando el interesado fuera notificado por distintos 

cauces, se tomará como fecha de notificación la de aquélla que se hubiera producido en 

primer lugar”, siendo su precedente reglamentario el art. 36.5 RD 1671/2009 que lo 
había introducido posteriormente allí donde la Ley 11/2007 no establecía tal 
obligación.  
 
 
Esta previsión contraría la jurisprudencia que en aras de la seguridad jurídica y 
garantía de los derechos del ciudadano establecía que en los casos de notificación 
y publicación o doble notificación, se entendía que el plazo se extendía a la 
finalización del dado por la segunda de las notificaciones/publicación. Así la STS 

7/2/2011 (RC 599/2007) nos decía:  
“La propia recurrente reconoce que el acuerdo de la Comisión Provincial de Ordenación 

del Territorio de Zaragoza de 30 de julio de 2002, además de ser notificado a los distintos 

interesados el 31 de julio de 2002, fue también objeto de publicación en el Boletín Oficial 

de Aragón nº 128 de 28 de octubre de 2002. Pues bien, una jurisprudencia reiterada viene 

a señalar que si después de la notificación sobreviene la publicación, el plazo para 

impugnar debe computarse desde esta última. Pueden verse en este sentido, entre otras, las 

sentencias de 18 de junio de 2007 (casación 3081/02), 25 de junio de 2008 (casación 

4524/04), 14 de diciembre de 2009 (casación 3851/2005) y 17 de diciembre de 2009 

(casación 3541), 22 de abril de 2010 (casación 1062/06) y 21 de julio de 2010 (casación 

1428/06). Podría objetarse que estas sentencias se refieren al cómputo del plazo de dos 

meses para la interposición del recurso contencioso-administrativo; sin embargo, por 

existir identidad de razón, debe aplicarse el mismo criterio cuando se trata del cómputo del 

plazo para interponer un recurso en vía administrativa, pues tanto en el artículo 46.1 de la 

Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa como en el artículo 48.4 de 

la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, determinan que el plazo para impugnar se computará 

desde el día siguiente al de la notificación o publicación del acto; y lo que la 

jurisprudencia citada señala es que, habiendo existido ambas, notificación y publicación, 

el plazo para impugnar se computa desde la última de ellas”.  



El Tribunal Supremo, siguiendo la literalidad de los arts. 36.5 RD 1671/2009 y 41.7 
LPAC ha dicho en la STS de 12.02.2020 (RC 2857/2016), y abandonando esa 
doctrina jurisprudencial consideró que hay que estar a la primera de las 
notificaciones: “Y si bien es cierto que en las resoluciones que cita la recurrente y en 

aquellas a las que se remite, ha declarado que en el supuesto de doble notificación de un 

acto, ha de entenderse, a los efectos del cómputo de plazo para la interposición de los 

pertinentes recursos, la fecha de la última notificación como el referente inicial de ese 

cómputo. En otras resoluciones ha considerado que "...la conculcación del principio de 

seguridad jurídica carece de fundamento en que apoyarse, ya que (...) desde que recibe 

una notificación en forma corren los plazos para la interposición del pertinente recurso, 

sin que éstos se reabran por la recepción de una segunda notificación..." (En este sentido, 

STS de 12 de noviembre de 1999 - rec nº 8992/1995-, Autos de 20 de noviembre de 2000 - 

rec. 8742/1999-, 25 de enero de 2007 -rec. 4721/2006- ó 13 de octubre de 2008 - rec. 

1357/2007- )" -Como puntualización indicar que todos estos Autos citados se 
refieren a otro supuesto distinto al de las notificaciones administrativas. Son de 
notificación de una resolución judicial-.  
En los casos en los que una persona no está obligada a relacionarse 
electrónicamente y, no obstante, accede al contenido de la notificación electrónica, 
nos podríamos preguntar si se puede aplicar este art. 41.7 LPAC. Hay que tener 
en cuenta que según los arts. 43.2 LPAC y 42.2 RD 203/2021 el acceso por el no 
obligado confiere a la notificación plenos efectos jurídicos.  
Ejemplo de que no podría ser de aplicación el art. 41.7 LPAC es la STSJ Andalucía 

Granada de 9/2/2021 (Sección 2ª. Rec. 430/2018): “Evidentemente, nos encontramos ante 

una cuestión eminentemente casuística, de modo que habrá que analizar las concretas 

circunstancias del caso en concreto, para concluir si ha existido o no una vulneración del 

derecho a la tutela judicial efectiva. Pues bien, en el caso que nos ocupa, no consta en el 

expediente administrativo, la expresa autorización de la recurrente para la utilización de 

este medio de notificación telemática ni se ha aportado por la defensa de la AEAT 

justificación alguna sobre la elección de tal sistema, por lo que debemos considerar como 

fecha de notificación del acuerdo sancionador la realizada por el servicio de correos, 

debiendo resaltar que esa forma de notificación fue la utilizada de forma prioritaria por la 

AEAT al notificar la resolución desestimatoria del recurso de reposición interpuesto por la 

recurrente frente a la liquidación tributaria de la que deriva el acuerdo sancionador ( el 

11de abril de 2016, por correo y el 13 de dicho mes y año, por via telemática), lo que sin 

duda pudo inducir a confusión a la hora de tomar en cuenta la interesada la prioridad del 

medio de notificación utilizado por la AEAT.”  

Ejemplo de lo contario la encontramos en la STSJ Murcia de 12/7/2021 (Sección 2ª. 

Rec. 141/2020): “En el caso que nos ocupa vemos que la parte ahora recurrente, aunque 

sostiene que no estaba obligada al recibimiento de notificaciones electrónicas en sede 

electrónica, lo cierto es que, con anterioridad, el 9 de julio de 2019, accedió a la sede 

electrónica de la Agencia Estatal de la Administración Tributaria al contenido del acto 

objeto de notificación de 4-07-2019, como también lo hizo con fecha 22-05-2019, el 9-07-

2019 -que es el que aquí interesa- y el 26-09-2019-en cuanto al acuerdo de inadmisión por 

extemporáneo del recurso de reposición-.  
Igualmente, utilizó la vía electrónica para comunicarse con la Administración electrónica, 

presentado alegaciones el 3-06-2019 o el recurso de reposición el 13 de agosto de 2019 o 

la reclamación económico administrativa el 23 de octubre de 2019.  



De esta manera constando que la recurrente se entendía en sus comunicaciones con la 

Administración a través de esta vía, que este era el medio elegido y no constando que lo 

hubiera modificado, dado que obraba en el expediente la certificación electrónica de la 

fecha en que se produjo el acceso de la interesada al contenido de la notificación en la 

dirección electrónica, la cual tuvo lugar el día 9 de julio de 2019 respecto a la resolución 

de la solicitud de devolución de IVA y la presentación del recurso de reposición frente a 

ella tuvo lugar el día 13 de agosto, era conforme a derecho la resolución de inadmisión 

por extemporáneo, aunque se le hubiera notificado por correo certificado la misma 

resolución en el domicilio por ella designado, en virtud de lo previsto en el apartado 

séptimo del artículo 14 de la Ley 39/2015. ”  
3ª. Plazo máximo del procedimiento para los obligados a relacionarse 

electrónicamente.  
El art. 43.3 LPAC nos dice para las notificaciones electrónicas que “Se entenderá 

cumplida la obligación a la que se refiere el artículo 40.4 con la puesta a disposición de la 

notificación en la sede electrónica de la Administración u Organismo actuante o en la 

dirección electrónica habilitada única”, siendo esa previsión del art. 40.4 el plazo 
máximo para resolver y notificar un procedimiento.  
La STS de 10/11/2021 (RC 4886/2020) ha ratificado esta previsión normativa y ha 
dicho que “en respuesta a la cuestión de interés casacional formulada en el auto de 

admisión de este recurso de casación, sobre cuándo debe entenderse cumplida la 

obligación de notificar, a efectos del dies ad quem del plazo de 12 meses establecido por el 

artículo 42.4 de la Ley 38/2003 en las notificaciones por medios electrónicos, la Sala 

considera que, de conformidad con los artículos 40.4 y 43.3 de la Ley 39/2015 y 45.3 del 

RD 203/2021, en las notificaciones practicadas a través de medios electrónicos, la 

obligación de la Administración de notificar dentro del plazo máximo de duración del 

procedimiento se entenderá cumplida con la puesta a disposición de la notificación en la 

sede electrónica de la Administración u Organismo actuante o en la dirección electrónica 

habilitada única.”  
4ª Primera notificación electrónica a las personas jurídicas  
Una vez sentada la obligación de determinados sujetos a relacionarse con la 
Administración (y por tanto a ser notificados) por medios electrónicos, se 
produjeron una serie de problemas prácticos durante el que podríamos denominar 
“periodo transitorio”, ya que alguno de estos sujetos obligados, particularmente las 
personas jurídicas, podían desconocer dicha obligación o simplemente no estar 
debidamente incorporadas o actualizadas en las bases de datos de las distintas 
AAPP. La problemática se agudiza, como es natural, en el caso de los 
procedimientos iniciados de oficio, es decir, los no iniciados mediante instancia del 
interesado (en su sentido literal) y normalmente “desfavorables” (sancionadores, 
de inspección…). Después de varios años de indefinición legal y, sobre todo, 
práctica, la cuestión se encuentra finalmente resuelta a nivel normativo. En efecto, 
según el art. 41.2 del Real Decreto 203/2021, de 30 de marzo, por el que se 
aprueba el Reglamento de actuación y funcionamiento del sector público por 
medios electrónicos (véase nuestro análisis completo aquí):  
“Cuando el interesado sea un sujeto obligado a relacionarse por medios electrónicos y la 

Administración emisora de la notificación no disponga de datos de contacto electrónicos 

para practicar el aviso de su puesta a disposición, en los procedimientos iniciados de 

oficio la primera notificación que efectúe la Administración, organismo o entidad se 

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2021-5032
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2021-5032
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https://nosoloaytos.wordpress.com/2021/03/31/las-39-cuestiones-claves-del-reglamento-de-administracion-electronica-i/


realizará en papel en la forma determinada por el artículo 42.2 de la Ley 39/2015, de 1 de 

octubre, advirtiendo al interesado en esa primera notificación que las sucesivas se 

practicarán en forma electrónica por comparecencia en la sede electrónica o sede 

electrónica asociada que corresponda o, en su caso, a través de la Dirección Electrónica 

Habilitada única según haya dispuesto para sus notificaciones la Administración, 

organismo o entidad respectivo, y dándole a conocer que, de acuerdo con lo previsto en el 

artículo 41.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, puede identificar un dispositivo 

electrónico, una dirección de correo electrónico o ambos para el aviso de la puesta a 

disposición de las notificaciones electrónicas posteriores”.  
 
 
En relación con esto es de interés la sentencia del Constitucional 47/2019, de 8 de 
abril que considera que la DEH no es una vía adecuada para efectuar el primer 
emplazamiento al demandado. En todo caso, la Administración debería crear y 
actualizar esas bases de datos de contacto electrónico para la práctica de los 
avisos de puesta a disposición de las notificaciones, tal y como dispone el epígrafe 
siguiente (3º) del mismo art. 41 del RD 203/2021.  
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Nulidad por indebida integración del contradictorio y 

advertencia de nulidad. 

Por: Diego Fernando Rojas Vásquez*. 

Nuestra tradición procesal civil ha considerado como causal de nulidad, la 
indebida integración del contradictorio, tal como lo dispone el numeral 8 del 
artículo 133 el Código General del Proceso (CGP), al igual que, estaba 
contemplado en el numeral 9 del artículo 140 del derogado Código de 
Procedimiento Civil (CPC) d. Esta hipótesis tiene lugar cuando el juicio se ha 
adelantado sin la debida notificación de todos los litisconsortes necesarios, lo cual 
lesiona evidentemente, las garantías de las partes sobre las que recaerán las 
resultas del proceso, particularmente su derecho de contradicción en el juicio. 

Para evitar configurar una nulidad, se ha dispuesto en el proceso de múltiples 
oportunidades para sanear ese yerro. Además de que se ha consagrado en el 
artículo 100 CGP como excepción previa, el artículo 61 CGP indica que si el 
proceso se ha adelantado sin la comparecencia de alguno de los litisconsortes 
necesarios y no se ha dictado sentencia de primera instancia, el juez deberá de 
oficio o a petición de parte proceder a convocar a los afectados para que, en las 
mismas oportunidades que tuvieron las partes ya integradas al asunto, puedan 
ejercer las conductas procesales que garanticen su derecho de defensa. 

Ahora, si ni las partes, ni el juez se percatan de la falta de integración del 
contradictorio, el afectado podrá solicitar la nulidad, pero esta no aprovechará a 
los demás litisconsortes, por lo cual no se reiniciarán todas las actuaciones, sino al 
igual que la hipótesis descrita en el párrafo anterior, se le otorgarán las 
oportunidades procesales que tuvieron los otros miembros de la parte plural.[1] Si 
el no convocado solicita la nulidad del juicio con posterioridad a la sentencia, de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 134 del CGP [2], esta se invalidará, se 
remitirá al juez de primera instancia quien procederá a integrar adecuadamente el 
contradictorio y a dictar nuevamente sentencia. 

https://procesal.uexternado.edu.co/nulidad-por-indebida-integracion-del-contradictorio-y-advertencia-de-nulidad/#_ftn1
https://procesal.uexternado.edu.co/nulidad-por-indebida-integracion-del-contradictorio-y-advertencia-de-nulidad/#_ftn2


No obstante, surge la cuestión sobre el trámite que debe dársele a la nulidad en el 
caso que su verificación sea de oficio, en otras palabras, se debe establecer si la 
nulidad de la sentencia cuando no incluyó a todos los litisconsortes necesarios es 
insaneable y se deberá decretar oficiosamente, o si es saneable y se deberá 
advertir de su existencia al afectado para que se pronuncie al respecto. En este 
orden de ideas, valdría la pena consultar, a modo de ejemplo, si luego de que el 
juez de segunda instancia constatara la indebida integración del contradictorio, 
debería poner de presente la irregularidad al afectado, quien, de no pronunciarse, 
sanearía la actuación, o si por el contrario debería proceder a decretar la nulidad 
de la actuación, integrar al contradictor y omitir cualquier posibilidad de enmendar 
la irregularidad, considerándola en este caso, insaneable. 

En efecto, una primera interpretación entendería que, en todo caso, atendiendo a 
la literalidad del artículo 134 del CGP haría falta declarar la nulidad de la 
providencia y proceder a integrar adecuadamente el contradictorio. Claramente la 
norma no dispone diferencia de acuerdo con la forma en que se haya constatado 
la irregularidad, sino que prescribe que la sentencia se anulará, por lo que 
hablaríamos de una causal insaneable. La Corte Constitucional analizando esta 
misma norma, aunque, lo hizo frente a la acción de tutela, consideró que luego de 
haberse pronunciado la sentencia, la causal se tornaba insaneable y resultaba 
asimilable a la de pretermisión integral de la instancia, que el Código prevé como 
tal.[3] 

De otra parte, si se revisa el parágrafo del artículo 136 del CGP, la nulidad por no 
integrar a los litisconsortes necesarios no se erige como una de las causales 
insaneables, contrario sensu, se agregaría a los motivos saneables de nulidad. 
Por esta razón, podría considerarse que la irregularidad puede ser subsanada por 
el comportamiento de la parte afectada. Si así fuese, el artículo 137 del CGP, 
dispone que cuando las irregularidades son enmendables, deben ser puestas de 
presente a los afectados, para que dentro de los tres (3) días siguientes a la 
notificación aleguen la respectiva nulidad, en caso contrario, se considerará 
saneada la misma. 

Parte de la doctrina, ya había fijado una posición en vigencia del extinto 
CPC,[4] según la cual, previo al decreto de la nulidad, el juez debía cumplir con lo 
dispuesto en el derogado artículo 145 CPC y advertir de la existencia de la nulidad 
al afectado, quien podría convalidar la actuación. 

Consideramos que esta última postura, es la que resulta conforme con los 
dictados propios del fin esencial del régimen de nulidades, que busca 
primordialmente la protección al debido proceso de las partes. Lo anterior implica 
que las afectaciones deben vulnerar efectivamente las garantías de los implicados, 
por lo anterior, si la parte se encuentra conforme con la decisión aún cuando no 
haya participado de la sentencia, no guardaría ningún sentido que se procediera a 
rehacer la actuación. Esta decisión vulneraría los principios de legitimación y 
trascendencia que deben guiar la declaratoria de nulidades. 

https://procesal.uexternado.edu.co/nulidad-por-indebida-integracion-del-contradictorio-y-advertencia-de-nulidad/#_ftn3
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En este caso, contrario a lo que afirma la Corte, no nos hallamos frente a un caso 
de pretermisión integral de la instancia, puesto que aún cuando la parte no 
convocada no actúo dentro del asunto, la instancia sí se llevó a cabo y se 
otorgaron las oportunidades procesales a los demás miembros que conforman la 
parte plural. Lo que sucede es que el comportamiento del no convocado, luego de 
advertido de la nulidad, sería el que permitiría señalar su anuencia con la decisión, 
por lo cual, no sería necesaria su nulidad. Una situación asimilable a guardar 
silencio como conducta procesal y en la que se garantiza el derecho de defensa, 
al momento de advertir la existencia de la nulidad procesal. 

Además, si el propio interesado no ve conculcados sus derechos con la 
providencia emitida, no sería el juez quien deba estimar la vulneración. Un actuar 
en otro sentido, desconocería la recordada regla de que no hay nulidad sin daño, 
consagrada en el numeral 4 del artículo 136 del CGP [5], al igual que sacrificaría el 
importante principio de la economía procesal, rehaciendo una actuación sin que 
hubiese la necesidad de llevarla a cabo. 

Finalmente, vale la pena recordar que, tal como lo pone de presente SANABRIA 
SANTOS la redacción de la norma prescribiendo la nulidad procesal en el caso en 
que se hubiera emitido sentencia sin la comparecencia de todos los litisconsortes 
necesarios, estaría encaminada a evitar la discusión sobre si la consecuencia 
procesal de esta hipótesis era la nulidad procesal o la sentencia inhibitoria. Por lo 
tanto, la finalidad de la norma no era la de transformar una nulidad saneable en 
insaneable. 

Todo lo anterior, nos permite concluir que la nulidad por indebida integración del 
contradictorio, en el ámbito civil, es de carácter saneable, aún luego de proferida la 
providencia y que para su decreto se deberá cumplir con lo dispuesto en el artículo 
137 del CGP, en aras de garantizar los caros principios que orientan la 
declaratoria de este excepcional remedio procesal. 

 

*Coordinador del Departamento de Derecho Procesal. 

[1] “Lo anterior significa que en materia de nulidades, pese a la existencia de 
litisconsorcio necesario, la invalidación de la actuación frente a uno, no conlleva 
automáticamente a abolir toda la actuación frente a todos (…)” Sentencia Corte 
suprema de justicia Sala de casación civil de 22 de marzo de 2018, Rad. 11001-
02-03-000-2012-02174-00 M.P. Alvaro Fernando García Restrepo. En este mismo 
sentido: Sentencia CSJ SC de 4 de julio de 2012, rad. 2010-00904-00. M.P. 
Fernando Giraldo Gutiérrez. Un interesante comentario a esta providencia se 
realizó en la siguiente columna de Ámbito Jurídico. FORERO SILVA, Jorge. 
Reflexiones sobre la nulidad procesal alegada por uno de los litisconsortes 
necesarios. Ámbito Jurídico. Consultado el 13 de abril de 2019. Disponible en: 
(https://www.ambitojuridico.com/noticias/analisis-jurisprudencial/civil-y-
familia/reflexiones-sobre-la-nulidad-procesal-alegada-por) 
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[2] El artículo 134 del CGP zanjó cualquier discusión que hubiese respecto del 
efecto que pudiere tener la verificación de la no integración del contradictorio al 
momento de dictar sentencia. Previo a la sentencia de la Sala de Casación Civil de 
la Corte Suprema de Justicia del 6 de octubre de 1999, los jueces al verificar la 
indebida integración proferían fallo inhibitorio. Esta providencia consideró que en 
estas ocasiones era necesario declarar la nulidad de la sentencia e integrar el 
contradictorio nuevamente con fundamento en el numeral noveno del artículo 140 
CPC, que básicamente se replica en el numeral octavo del artículo 133 del CGP. 
SANABRIA SANTOS, Henry “Generalidades en el nuevo sistema de nulidades 
procesales”, En: “CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO LEY 1564 DE 2012 CON 
DECRETO 1736 DE 2012 Y NOTAS DE CONSTITUCIONALIDAD COMENTADO 
CON ARTÍCULOS EXPLICATIVOS DE MIEMBROS DEL ICDP”, Instituto 
Colombiano de Derecho Procesal, Bogotá D.C, 2017. P. 276-277 

[3] “Si la falta de notificación es de la sentencia de tutela –o de esta y del auto 
admisorio- la nulidad será insubsanable en tanto se tratará de un evento asimilable 
a la pretermisión de la instancia (art. 136, par. del CGP). En estos casos deberá 
rehacerse la etapa afectada de nulidad.” Auto 397 de 2018 Sala de Revisión. M.P. 
Alejandro Linares Cantillo. 

[4] SANABRIA SANTOS, Henry “Nulidades en el proceso civil”,  Universidad 
Externado de Colombia, 2 Ed. Bogotá D.C, 2011. P. 359 
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Despido con justa causa de trabajador 
discapacitado 

Causales de nulidad en el código general del 
proceso. 
Las causales de nulidad están expresamente señaladas en el artículo 133 del 
código general del proceso, y son las siguientes: 

1. Cuando el juez actúe en el proceso después de declarar la falta de jurisdicción o 
de competencia. 
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2. Cuando es indebida la representación de alguna de las partes, o cuando quien 
actúa como su apoderado judicial carece íntegramente de poder. 

Cuando no se practica en legal forma la notificación del auto admisorio de la 
demanda a personas determinadas, o el emplazamiento de las demás personas 
aunque sean indeterminadas, que deban ser citadas como partes, o de aquellas 
que deban suceder en el proceso a cualquiera de las partes, cuando la ley así lo 
ordena, o no se cita en debida forma al Ministerio Público o a cualquier otra 
persona o entidad que de acuerdo con la ley debió ser citado. 

De acuerdo al artículo 134 del código general del proceso, las nulidades deben ser 
alegadas por en cualquiera de las instancias, o posterior a una de ellas si la nulidad 
ocurre en una determinada instancia. 
No obstante, lo anterior, debe tenerse en cuenta lo señalado por el artículo 132 del 
mismo código: 
«Agotada cada etapa del proceso el juez deberá realizar control de legalidad para 
corregir o sanear los vicios que configuren nulidades u otras irregularidades del 
proceso, las cuales, salvo que se trate de hechos nuevos, no se podrán alegar en 
las etapas siguientes, sin perjuicio de lo previsto para los recursos de revisión y 
casación.» 
Por lo anterior, es preciso que el apoderado de cada una de las partes identifique 
oportunamente cualquier causal de nulidad que afecte los intereses de su poderante 
en el proceso. 

Saneamiento de la nulidad. 
El artículo 136 del CGP señala que las nulidades se consideran saneadas en los 
siguientes casos: 

1. Cuando la parte que podía alegarla no lo hizo oportunamente o actuó sin 
proponerla. 

2. Cuando la parte que podía alegarla la convalidó en forma expresa antes de haber 
sido renovada la actuación anulada. 

3. Cuando se origine en la interrupción o suspensión del proceso y no se alegue 
dentro de los cinco (5) días siguientes a la fecha en que haya cesado la causa. 

4. Cuando a pesar del vicio el acto procesal cumplió su finalidad y no se violó el 
derecho de defensa. 

El saneamiento de la nulidad no procede de oficio, pero el juez sí tiene el deber de 
informar a la parte interesada las nulidades que advierta en el proceso. 

Temas relacionados: 

 Requisitos para alegar la nulidad procesal 
 Nulidad de la promesa de compraventa 
 Capacidad jurídica 
 Qué es el llamamiento de oficio 
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 Recurso de reposición contra auto admisorio de la demanda.  
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presentacion poder y solicitud de incidente de nulidad

edgar alfonso sanchez meza <edgar_parro@hotmail.com>
Lun 23/01/2023 13:41

Para: Juzgado 01 Laboral Circuito - Cesar - Chiriguana <j01lctochiriguana@cendoj.ramajudicial.gov.co>
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